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Resolución 104/2017, de 29 de septiembre, de la Comisión de Transparencia 

de Castilla y León 

 

Asunto: expediente CT-0088/2017/ reclamación frente a la denegación de una solicitud de 

información pública presentada por XXX ante el Ayuntamiento de Barruelo de Santullán 

 

I. ANTECEDENTES 

Primero.- Con fecha 21 de abril de 2017, tuvo registro de entrada una solicitud de 

información pública dirigida por XXX al Ayuntamiento de Barruelo de Santullán.  

En el “solicito” de esta petición  se exponía lo siguiente: 

“Copia del contrato de adjudicación de la residencia tercera edad XXX para el XXX.”. 

La solicitud ha sido reiterada en fecha 28 de junio de 2017 en los siguientes términos: 

“Contestación del Ayuntamiento enviándome copia del contrato de adjudicación de XXX, o cita en el 

Ayuntamiento para poder leerlo” 

Hasta la fecha, la solicitud indicada no ha sido resuelta expresamente.  

Segundo.- Con fecha 13 de julio de 2017, tuvo entrada en la Comisión de Transparencia de 

Castilla y León una reclamación presentada por XXX frente a la denegación presunta de la solicitud de 

información pública indicada en el expositivo anterior. 

Tercero.- Recibida la reclamación, nos dirigimos al Ayuntamiento de Barruelo de Santullán 

poniendo de manifiesto la recepción de la misma y solicitando que nos informase sobre la presunta 

ausencia de respuesta que había dado lugar a la citada reclamación.  

Con fecha 2 de agosto de 2017 se recibió la contestación del Ayuntamiento de Barruelo de 

Santullán a nuestra solicitud de informe, en la cual se manifestaba que tras la solicitud presentada por 

XXX se indicó a ésta que debía acudir al Ayuntamiento a consultar el expediente, ya que, debido a la 

Ley de Protección de Datos, es una documentación que no puede salir del Ayuntamiento. 

Asimismo, se informa que con fecha 21 de abril de 2017, sin cita previa, la reclamante se 

personó en el Ayuntamiento para consultar el expediente, no pudiendo facilitarse el acceso al no 

encontrarse la persona responsable. 
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Finalmente, se indica que “desde el Ayuntamiento de Barruelo de Santullán se ha informado a 

XXX de que no existe ningún problema en que consulte el expediente de adjudicación de la residencia 

XXX pero deberá previamente solicitar cita para poder atenderla correctamente”. 

Cuarto.- A la vista de lo informado por el Ayuntamiento de Barruelo de Santullán, estimamos 

oportuno abrir un plazo de 15 días para que la reclamante realizara ante esta Comisión las alegaciones 

que estimase oportunas. 

 En respuesta a nuestro requerimiento, en fecha 21 de agosto de 2017 se ha recibido un escrito 

de XXX, en el cual manifiesta que no ha recibido contestación del Ayuntamiento a sus solicitudes y 

que habiendo acudido al Ayuntamiento en dos ocasiones, no había ningún funcionario para atender su 

solicitud, ni tampoco para darle cita.  

 
 

II. FUNDAMENTOS JURÍDICOS 

Primero.- El artículo 12 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la 

información pública y buen gobierno, reconoce a todas las personas el derecho a acceder a la 

información pública, en los términos previstos en el artículo 105. b) de la Constitución Española, 

desarrollados por la propia Ley. Añade este precepto que, en el ámbito de sus respectivas 

competencias, será de aplicación la correspondiente normativa autonómica. 

El artículo 24 de la misma norma dispone que frente a toda resolución expresa o presunta en 

materia de acceso a la información pública podrá interponerse una reclamación ante el Consejo de 

Transparencia y Buen Gobierno, con carácter potestativo y previo a su impugnación en vía 

contencioso-administrativa. 

Segundo.- La disposición adicional cuarta de la misma Ley 19/2013, de 9 de diciembre, 

establece que la resolución de la reclamación prevista en el artículo 24 citado corresponderá, en los 

supuestos de resoluciones dictadas por las Administraciones de las Comunidades Autónomas y su 

sector público, y por las Entidades Locales comprendidas en su ámbito territorial, al órgano 

independiente que determinen las Comunidades Autónomas. En Castilla y León ese órgano es esta 

Comisión de Transparencia a quien corresponde la tramitación y resolución de aquella reclamación, 

ajustándose a lo dispuesto en materia de recursos en la Ley 39/2015, del Procedimiento 

Administrativo Común de las Administraciones Públicas. 

En efecto, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 8 y 12 de la Ley 3/2015, de 4 de 

marzo, de Transparencia y Participación Ciudadana de Castilla y León, se crea la Comisión de 

Transparencia para el conocimiento y resolución de las reclamaciones que, con carácter potestativo y 
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previo a su impugnación contencioso-administrativa, se presenten contra las resoluciones expresas o 

presuntas en materia de acceso a la información pública dictadas por los organismos y entidades del 

sector público autonómico relacionadas en el artículo 2.1 de la Ley 2/2006, de 3 de mayo, de la 

Hacienda y del Sector Público de la Comunidad de Castilla y León; por las corporaciones de derecho 

público cuyo ámbito de actuación se circunscriba exclusivamente a todo o parte del territorio de la 

Comunidad Autónoma; por las Entidades Locales de Castilla y León y su sector público; y por las 

asociaciones constituidas por las referidas entidades y organismos. 

En consecuencia, esta Comisión es competente para resolver la reclamación antes identificada. 

Tercero.- La reclamación ha sido presentada por quien se encuentra legitimado para ello 

puesto que se trata de la misma persona que formuló la solicitud de información. 

Cuarto.- Nos encontramos aquí ante la impugnación de una denegación presunta de la 

información solicitada en su día. Esta reclamación, de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 23.1 

de la LTAIBG y 112.2 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, antes citada tiene la consideración de 

“sustitutiva de los recursos administrativos”. Las reglas generales de validez y eficacia de tal 

sustitución son, según el citado precepto de la legislación básica de procedimiento administrativo, las 

siguientes: su conocimiento se encomienda a órganos colegiados o comisiones específicas no 

sometidas a instrucciones jerárquicas y han de respetarse los principios, garantías y plazos que la Ley 

de Procedimiento Administrativo reconoce a los interesados y ciudadanos en todo procedimiento 

administrativo. De acuerdo con lo anterior, el artículo 24.3 de la LTAIBG prevé que la tramitación de 

la reclamación se ajustará a lo dispuesto en materia de recursos en la legislación de procedimiento 

administrativo. Como recuerda el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno en su Criterio 

Interpretativo CI/0012016, de 17 de febrero, se deben aplicar a este procedimiento de reclamación “las 

reglas de interposición, la posibilidad de suspensión de la ejecución de la decisión impugnada, la 

audiencia a los interesados y la resolución”. 

A los efectos que aquí nos interesan, el artículo 119 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, señala 

que la resolución de un recurso “estimará en todo o en parte o desestimará las pretensiones 

formuladas en el mismo o declarará su inadmisión”, así como que “el órgano que resuelva el recurso 

decidirá cuantas cuestiones, tanto de forma como de fondo, plantee el procedimiento”.  

Lo anterior, aplicado a la impugnación que aquí nos ocupa, implica que en la resolución de la 

misma esta Comisión de Transparencia no debe limitarse únicamente a instar al Ayuntamiento de 

Barruelo de Santullán a que resuelva expresamente la solicitud presentada respecto al acceso a la 

información pública vinculada con la contratación de adjudicación de gestión de la Residencia de 

Tercera Edad llevada a cabo con la empresa “XXX”, poniendo fin así al incumplimiento de la 
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obligación de resolver esta cuestión, sino que debe pronunciarse también sobre si procede o no la 

estimación de la solicitud y, en su caso, sobre cómo se debe proporcionar a la solicitante la 

información pedida.  

Quinto.- Comenzando con el análisis material de la actuación administrativa impugnada, 

conviene recordar que la LTAIBG, conforme se desprende de su preámbulo, tiene por objeto “ampliar 

y reforzar la transparencia de la actividad pública, regular y garantizar el derecho de acceso a la 

información relativa a aquella actividad y establecer las obligaciones de buen gobierno que deben 

cumplir los responsables públicos así como las consecuencias derivadas de su incumplimiento”. 

En similares términos, la Ley 3/2015, de 4 de marzo, de Transparencia y Participación 

Ciudadana de Castilla y León, recoge en su Exposición de Motivos el siguiente razonamiento: 

“La transparencia de la actuación de los poderes públicos al permitir el acceso de la 

ciudadanía a las fuentes de información administrativa, frente a la idea de secreto y reserva, refuerza 

el carácter democrático de las Administraciones Públicas, que quedan sujetas al control ciudadano. 

El conocimiento de la actuación de los poderes públicos, de sus objetivos, motivaciones, resultados y 

valoración permite a la ciudadanía formarse una opinión crítica y fundada sobre el estado de la 

sociedad y sobre las autoridades públicas, favorece su participación en los asuntos públicos y 

fomenta la responsabilidad de las autoridades públicas”. 

Asimismo, como premisa básica, procede señalar que el art. 12 LTAIBG reconoce el derecho 

de todas las personas a acceder a la información pública de acuerdo con la definición de este 

concepto que se realiza en el artículo 13 de la misma Ley. Este precepto define la información pública 

como “los contenidos o documentos, cualquiera que sea su formato o soporte, que obren en poder de 

alguno de los sujetos incluidos en el ámbito de aplicación de este título y que hayan sido elaborados o 

adquiridos en el ejercicio de sus funciones”.  

Para el supuesto del procedimiento objeto de la reclamación, dado que tuvo su inicio con la 

solicitud de acceso a la información de fecha 21 de abril de 2017, resulta de aplicación la LTAIBG, 

norma que se aplica a toda información pública que se encuentre en poder de las distintas 

Administraciones públicas, en virtud de la previsión contenida en el artículo 13 d) de la Ley 39/2015, 

de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas (LPAC), 

precepto que reconoce el siguiente derecho de las personas en sus relaciones con las Administraciones 

Públicas: 

“Al acceso a la información pública, archivos y registros, de acuerdo con lo previsto en la Ley 9/2013, 

de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno y el resto del 

Ordenamiento Jurídico”. 
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Sexto.- Determinada la aplicación de la LTAIBG a la solicitud de información pública 

presentada por XXX ante el Ayuntamiento de Barruelo de Santullán, debe recordarse que aquella Ley 

establece un procedimiento que da comienzo con la presentación de la correspondiente solicitud, la 

cual podrá ser inadmitida por alguna de las causas previstas en el artículo 18; continúa con la 

tramitación de la citada solicitud de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 19 y finaliza con una 

resolución, la cual es recurrible directamente ante la Jurisdicción Contencioso-administrativa y 

potestativamente a través de la reclamación sustitutiva del recurso administrativo ante la Comisión de 

Transparencia de Castilla y León.  

Pues bien, en principio, no se observa que concurra aquí ninguna de las causas de inadmisión 

de las solicitudes de acceso a la información pública previstas en el artículo 18 de la LTAIBG, ni 

tampoco que proporcionar tal acceso suponga una vulneración de los límites contemplados en los 

artículos 14 y 15 de la LTAIBG, por lo cual la solicitud de acceso al contrato administrativo suscrito 

con la empresa “XXX”, presentada por XXX ante el Ayuntamiento de Barruelo de Santullán debe ser 

objeto de estimación por lo que se refiere a este extremo, y ello, por cuanto es indudable que el acceso 

viene referido a una información elaborada por un sujeto incluido en el ámbito de aplicación de la 

legislación de transparencia y en el ejercicio de las funciones que tiene encomendadas. 

Séptimo.- Por otra parte, conviene precisar que en el caso que nos ocupa no procede denegar 

la solicitud de acceso al expediente de contratación administrativa en aplicación del límite regulado en 

el art. 15 LTAIBG, referente a la protección de datos personales. 

Esta conclusión ha sido desarrollada por el Consejo de Transparencia y Protección de Datos de 

Andalucía (Resolución 91/2016, de 21 de septiembre, Fundamento Jurídico Cuarto), en los siguientes 

términos: 

“ /.../las personas jurídicas no son titulares del derecho a la protección de datos personales y, en consecuencia, no 

resulta de aplicación este límite cuando se pretende obtener alguna información relativa a las mismas. De entrada, debe 

notarse que el propio tenor literal del precepto que da cobertura constitucional al derecho fundamental a la protección de los 

datos personales (art. 18.4 CE) ya adopta una fórmula restrictiva en lo concerniente a su titularidad, al ceñir su disfrute a “los 

ciudadanos”. Por otra parte, la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de protección de datos de carácter personal, 

comienza precisamente acotando de forma explícita su objeto a “garantizar y proteger, en lo que concierne al tratamiento de 

datos personales, las libertades públicas y los derechos fundamentales de las personas físicas…” (art.1 1). Consecuentemente, 

en esta Ley Orgánica el concepto de “datos de carácter personal” se vincula únicamente con “cualquier información 

concerniente a personas físicas identificadas o identificables” [art. 3 a)]; la condición de “afectado o interesado” se 

circunscribe a la “persona física titular de los datos que sean objeto de tratamiento”; y, en fin, a “la protección de las personas 

físicas” reduce su Disposición Transitoria Primera la competencia de la Agencia de Protección de Datos en relación con los 

tratamientos creados por Convenios internacionales. Y, como no podía ser de otra manera, el Reglamento de desarrollo de 

esta Ley Orgánica (Real Decreto 1720/2007, de 21 de diciembre) anuda exclusivamente con las personas físicas el concepto 
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de “afectado o interesado” y el de “datos de carácter personal” [art. 5.1 a) y f)], y proclama abiertamente en su art. 2.2 que 

“este reglamento no será aplicable a los tratamientos de datos referidos a personas jurídicas. Así pues, a la vista de estas 

consideraciones, no puede sino llegarse a la conclusión de que en nuestro ordenamiento jurídico no existen “datos 

personales” de las personas jurídicas a los efectos del derecho derivado del art. 18.4 CE y de la normativa que lo desarrolla 

[en este sentido, bastará con recordar la STS de 20 de febrero de 2007 (recurso de casación núm. 732/2003) FJ 6º y la STS de 

24 de noviembre de 2014 (recurso de casación núm. 3763/2013) FJ 5º]. Y al quedar las personas jurídicas extramuros del 

reiterado derecho y al margen del ámbito objetivo de aplicación de la Ley Orgánica 15/1999, se hace evidente que no pudo 

basarse la denegación de la información en el artículo 15.1 párrafo segundo de la LTAIBG. “ 

Octavo.- Por último, procede referirse a la forma en la cual se debe llevar a cabo en este caso 

el acceso a la información pública solicitada.  

Ante la solicitud de acceso a la información pública presentada por la reclamante, debe 

facilitarse copia del contrato de adjudicación de la gestión de la Residencia Santa Bárbara o, 

subsidiariamente, en atención a la petición formulada en fecha 28 de junio de 2017, indicarse a ésta 

fecha y hora para que proceda a la vista de los documentos integrantes del expediente de contratación 

administrativa. 

Al respecto, debemos tener en cuenta que el artículo 22.1 de la LTAIBG establece como 

preferente el acceso por vía electrónica, salvo que el solicitante haya señalado expresamente otro 

medio. En el caso aquí planteado y puesto que la solicitante de la información proporciona como 

correo de notificaciones la c) XXX, de la localidad de Las Rozas de Madrid, se puede enviar la 

información por esta vía, previa disociación de los datos de carácter personal que, en su caso, 

aparezcan en los documentos (artículo 15.4 de la LTAIBG).  

Finalmente, conviene poner de manifiesto que de conformidad con lo dispuesto en el apartado 

4 del citado artículo 22 de la LTAIBG, y sin perjuicio del principio general de gratuidad del acceso a 

la información, la expedición de copias puede dar lugar a la exigencia de exacciones en los términos 

previstos en la Ley 8/1989, de 13 de abril, de Tasas y Precios Públicos, o, en su caso, conforme a la 

normativa autonómica o local que resulte aplicable. 

 
 

En atención a los antecedentes y fundamentos jurídicos expuestos, la Comisión de 

Transparencia de Castilla y León, por unanimidad de sus miembros, 
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RESUELVE 

Primero.- Estimar la reclamación frente a la denegación de una solicitud de información 

pública presentada por XXX ante el Ayuntamiento de Barruelo de Santullán. 

Segundo.- Para dar cumplimiento a esta Resolución debe facilitarse a la reclamante copia del 

contrato de adjudicación de la gestión de la Residencia de la Tercera Edad “XXX” a la empresa 

“XXX”, o, subsidiariamente, atendiendo la pretensión formulada en su escrito de fecha 28 de junio de 

2017, indicar a la solicitante fecha y hora para que proceda a la vista del expediente de contratación 

administrativa. 

Tercero.- Notificar esta Resolución a la autora de la reclamación y al Ayuntamiento de 

Barruelo de Santullán. 

Cuarta.- Una vez realizadas las notificaciones señaladas, publicar la presente Resolución en la 

página web de esta Comisión, previa disociación de los datos de carácter personal que contuviera. 

Esta Resolución es ejecutiva. No obstante, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 

124.3 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 

Administraciones Públicas, y 25.1 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, Reguladora de la Jurisdicción 

Contencioso-Administrativa, contra esta Resolución cabe la interposición de un recurso contencioso-

administrativo en el plazo de dos meses, a contar desde el día siguiente a su notificación, ante la Sala 

de lo Contencioso-Administrativo de Valladolid del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León 

(artículo 10.1.m LJCA).  

EL PRESIDENTE DE LA COMISIÓN 

Fdo.: Javier Amoedo Conde 

 


